HURTO CALIFICADO Y OTROS

RADICACIÓN:     660013187001-2001-00667-01
INTERNO:   LIBARDO ANTONIO LONDOÑO BENÍTEZ


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, doce (12) de julio de dos mil seis (2006)
                                           
Aprobado por Acta No. 416
        
                                                       
Hora: 5:45 p.m.
Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno LIBARDO ANTONIO LONDOÑO BENÍTEZ, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día veinticuatro (24) de abril de dos mil seis (2006), por medio del cual le negó la libertad condicional.

1.- PROVIDENCIA 

Consideró el señor Juez de instancia, que en lo que hacía con la petición de libertad condicional, era necesario verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Penal.
En esa dirección, se tenía que la pena impuesta al señor LONDOÑO BENÍTEZ era de ciento diez (110) meses y veinte (20) días de prisión y había estado en detención física desde el veintidós (22) de noviembre de dos mil (2000) hasta el veintinueve (29) de marzo de dos mil cuatro (2004) -cuando no regresó luego de concedérsele un permiso de 72 horas- y desde el veinticinco (25) de junio de dos mil cinco (2005) –cuando fue recapturado- hasta la fecha. Si a lo anterior, se le sumaban las redenciones de pena concedidas, el interno había descontado sesenta y seis (66) meses y veintiséis (26) días, con lo cual se habían satisfecho las tres (3/5) partes exigidas para tal efecto.

También indicó, que muy a pesar de ser calificada su conducta como buena, no podía desconocerse la actitud negativa mostrada en el proceso de rehabilitación, dado que el recluso no retornó luego de habérsele otorgado un permiso de 72 horas el día veintinueve (29) de marzo de dos mil cuatro (2004), razón por la cual fue necesario ordenar su captura. Mostró así el señor LONDOÑO BENÍTEZ un irrespeto por las normas que debía acatar en el proceso de cumplimiento de la pena y en esas condiciones era necesario no concedió el beneficio liberatorio solicitado.
Agregó que la decisión de negar la libertad condicional al sentenciado, no quedaba condicionada a un futuro cambio de su comportamiento, en vista de que el artículo 150 de la Ley 65 de 1993 establecía que el interno que incumpliera las obligaciones previstas en el programa de institución abierta, de confianza, libertad o franquicia preparatoria, se le revocaría el beneficio y debería cumplir el resto de la pena sin derecho a la libertad condicional.

2.- RECURSO 

Refiere el interno en el escrito sustentatorio del recurso de apelación, que cuando no se presentó luego del permiso de las 72 horas, lo hizo presionado por las circunstancias, ya que según le comentó su señora madre, los paramilitares en el área de Santuario (Rda.) estaban al corriente de su situación y de los permisos que se le concedían, al punto que la última vez que disfrutó de tal prerrogativa, a los veinte (20) minutos de haber llegado a casa de su progenitora, se presentaron integrantes de tal grupo, que la interpelaron, preguntaron por su descendiente y le advirtieron que si les mentía ella también sería declarada objetivo militar como lo había sido su hijo. Frente a ello, debió esconderse en el techo de su residencia y llegada la noche huyó para dedicarse a otras actividades. Quince (15) meses después, cuando se enteró que el Jefe Paramilitar que lo perseguía, ya no se encontraba en el área, regresó al Municipio de Santuario, donde fue capturado. Hasta ese momento llevaba diez (10) meses físicos con descuento de estudio y por tanto solicita benevolencia.
Hace extensiva su argumentación al principio de igualdad, dado que la persona que fue capturada con él, a pesar de haber incumplido el permiso de las 72 horas, le fue concedida la libertad condicional. En ese sentido, estima que es obligación de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el proceso penal y proteger a quienes por sus especiales condiciones se encuentran en situación de debilidad manifiesta. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a pronunciarse sobre el recurso de apelación oportunamente interpuesto por el sentenciado.

Infortunadamente para los intereses del interno, debe decir de una vez esta Sala que en virtud del comportamiento desplegado cuando fue beneficiado dentro del programa de institución abierta del permiso de setenta y dos (72) horas, se interrumpió el proceso progresivo de reinserción que había iniciado en el penal, dentro del cual son imperativos el compromiso y cumplimiento de las obligaciones que cada sentenciado adquiere dentro de los diferentes estadios que comportan el tratamiento penitenciario, siempre con miras a preparar al recluso para la vida en la comunidad una vez obtenga su liberación definitiva.

Tal como está diseñado el sistema carcelario, implica que a los condenados a pena privativa de su libertad, a medida que transcurre su sanción, se les vayan concediendo cada vez más espacios para que interactúen con su grupo familiar y con la sociedad, lapsos durante los cuales son objeto de evaluación y seguimiento. Se trata de una política de confianza, cimentada en la expectativa razonable de que el beneficiado no será inferior al compromiso adquirido y seguirá con su internamiento a la espera de un apropiado retorno a la comunidad. Es comprensible por tanto, que frente a un desbordamiento de las obligaciones inherentes a la concesión de los beneficios administrativos establecidos en el Código Penitenciario y Carcelario, sobrevenga una sanción que además del efecto disuasorio que inevitablemente conlleva, implica para el recluso que incumplió sus deberes y dio al traste con el principio de confianza que inspira el beneficio, el cumplimiento efectivo de la totalidad de pena sin derecho a la condena de ejecución condicional. Ese es el entendimiento que se le debe dar al dispositivo 150 de la Ley 65 de 1993, que de manera acertada fue tomado por el señor Juez de primer grado para fundamentar su decisión de negar el beneficio liberatorio.
En ese orden de ideas, las explicaciones vertidas por el sentenciado, para desvertebrar la situación que lo puso en tan incómoda posición, no pueden ser de recibo para la judicatura, debido a que si bien es cierto no se pretende poner en tela de juicio lo por él relatado, no lo es menos que el señor LONDOÑO BENÍTEZ, frente a las derivaciones que ocasionaba el no retorno a su lugar de reclusión al término del permiso que se le había concedido, estaba obligado a adoptar otro posición diferente al de evadir el cumplimiento de la pena, como por ejemplo, comunicar a las autoridades lo que le había acontecido, en cualquier momento de los quince (15) meses en que permaneció evadido de su lugar de reclusión. Como por el contrario, fue necesaria su recaptura para que continuara purgando la pena impuesta y frente a la prohibición legal existente, es imprescindible que continúe detenido hasta que cumpla su sentencia. 
Muy a pesar de lo expuesto, todavía puede acudir a realizar actividades laborales o académicas, acompañadas de un excelente comportamiento, encaminadas a obtener las redenciones de pena que permitirán disminuir notablemente el encierro que por el momento debe soportar como secuela de la sentencia.

Finalmente, no puede examinar el Tribunal decisiones adoptadas por otras autoridades, debido a que la competencia en materia de apelaciones está debidamente regulada en la ley procedimental; por consiguiente, los temas jurídicos que no estén directa o inescindiblemente ligados a la decisión objeto de impugnación, no pueden ser abordados para su estudio por la segunda instancia. Así las cosas, no es factible que esta Sala de Decisión, revise los términos en los cuales se concedió la libertad condicional a otra persona que supuestamente se encontraba en las mismas condiciones del recurrente.
El Tribunal no ha sido ajeno a la necesidad de hacer respetar el derecho fundamental a la igualdad dentro de las actuaciones penales, pues en precisas situaciones ha ordenado modificar decisiones contradictorias de personas que se hallan en idéntica situación fáctica dentro de un mismo diligenciamiento; sin embargo, ese no es el caso que aquí se analiza, no sólo por desconocerse los fundamentos de hecho y de derecho que se pudieron tener en consideración para adoptarse una determinación contraria con respecto a la otra persona que se cita, sino porque de por medio está la justificación o injustificación en el incumplimiento al citado beneficio administrativo en cada caso específico.
Sirvan los anteriores planteamientos, como base para confirmar el auto interlocutorio apelado.  
4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia impugnada, proferida por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.
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